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Artículo 155. Ensambladoras. Serán sancionados con multa equivalente a mil (1.000)

salarios mínimos legales diarios vigentes por cada unidad y a la cancelación de su registro,

las ensambladoras o fabricantes de vehículos, carrocerías, remolques, semi-remolques y

similares, que los vendan sin el respectivo mecanismo de identificación.

Artículo 156. Propietario. Será sancionado con multa equivalente a cien (100) salarios

mínimos legales diarios vigentes, el propietario de expendio que provea de combustible a

un vehículo automotor de servicio público con el motor encendido y pasajeros a bordo.

Artículo 157. Incapacidad. Quien incumpla la obligación consagrada en el artículo 24,

y se le compruebe que en caso de un accidente la deficiencia de carácter orgánico o funcional
fue su causa, el conductor se hará acreedor a una multa de hasta cien (100) salarios mínimos

y a la suspensión de la licencia de conducción hasta por cinco (5) años.

Artículo 158. Procedimiento. El procedimiento para regular las actuaciones a que se
refiere este capítulo, se someterá a las siguientes reglas:

Apertura de la investigación mediante acto administrativo motivado, no susceptible de
recurso alguno que señalará los hechos y las normas presuntamente violadas.

Rendición de descargos por escrito dentro de los diez (10) días siguientes.

Práctica de las pruebas pertinentes dentro de un plazo no superior a quince (15) días.

Toma de la decisión dentro de los seis (6) meses siguientes a la apertura de la
investigación.

Parágrafo 1°. Los recursos se ejercitarán de conformidad con las normas del Código
Contencioso Administrativo.

Parágrafo 2°. Igualmente, se someterán a este procedimiento todas aquellas infracciones
de las normas de este Código que, dada su naturaleza, no tengan señalado un procedimiento
específico para su definición.

CAPITULO X

Ejecución de la sanción

Artículo 159. Cumplimiento. La ejecución de las sanciones que se impongan por
violación de las normas de tránsito, estará a cargo de las autoridades de tránsito de la
jurisdicción donde se cometió el hecho, quienes estarán investidas de jurisdicción coactiva
para el cobro, cuando ello fuere necesario y prescribirán en tres años contados a partir de la
ocurrencia del hecho y se interrumpirá con la presentación de la demanda.

Parágrafo 1°. Las autoridades de tránsito adoptarán las medidas indispensables para
facilitar el pago y el recaudo de las multas y demás derechos establecidos a su favor.

Parágrafo 2°. Las multas serán de propiedad exclusiva de los organismos de tránsito
donde se cometió la infracción de acuerdo con su jurisdicción. El monto de aquellas multas
que sean impuestas sobre las vías nacionales, por parte del personal de la Policía Nacional
adscrito a la Policía de carreteras, se distribuirá el 50% para el municipio donde se entregue
el correspondiente comparendo y el 50% para apoyar la capacitación del personal de la
policía de carreteras y los planes de educación y seguridad vial que adelanta esta Especia-
lidad a lo largo de la Red Vial Nacional.

Artículo 160. Destinación. De conformidad con las normas presupuestales respectivas,
el recaudo por concepto de multas y sanciones por infracciones de tránsito, se destinará a
planes de tránsito, educación, dotación de equipos, combustible y seguridad vial, salvo en
lo que corresponde a la Federación Colombiana de Municipios y los particulares en quienes
se delegue y participen en la administración, liquidación, recaudo y distribución de las
multas.

CAPITULO X

Caducidad

Artículo 161. Caducidad. La acción o contravención de las normas de tránsito caduca
a los seis (6) meses, contados a partir de la ocurrencia de los hechos que dieron origen a ella
y se interrumpe con la celebración efectiva de la audiencia. El no cumplimiento por parte del
funcionario con este término será causal de mala conducta.

CAPITULO XI

Aplicaciones de otros códigos y disposiciones finales

Artículo 162. Compatibilidad y analogía. Las normas contenidas en el Código Conten-
cioso Administrativo, Código Penal, Código de Procedimiento Penal y Código de Procedi-
miento Civil, serán aplicables a las situaciones no reguladas por el presente código, en cuanto
no fueren incompatibles y no hubiere norma prevista para el caso en análisis.

Artículo 163. Norma aplicable. Las actuaciones en curso continuarán sujetas a las
disposiciones con base en las cuales se iniciaron.

Artículo 164. Facilidades. Las autoridades de tránsito a que se refiere el presente código,
adoptarán las medidas requeridas para que los usuarios de los servicios puedan cumplir con
las obligaciones que les correspondan desde cualquier otro lugar en que se encuentre, cuando
ello fuere procedente.

Artículo 165. Presupuesto. Autorízase al Gobierno Nacional y a las autoridades locales
de tránsito para adoptar las medidas presupuestales que fueren necesarias para dar cumpli-
miento a lo que en este Código se dispone y para difundir su contenido y alcance.

Artículo 166. Vidrios oscuros. El Ministerio de Transporte definirá lo atinente a la

circulación de vehículos que posean vidrios oscuros de fabricación.

Artículo 167. Vehículos inmovilizados por orden judicial. Los vehículos que sean

inmovilizados por orden judicial deberán llevarse a parqueaderos cuya responsabilidad será

de la Dirección Ejecutiva de la Rama Judicial. Las autoridades de tránsito no podrán

inmovilizar en los parqueaderos autorizados, vehículos por acciones presuntamente

delictuosas.

Artículo 168. Tarifas que fijarán los concejos. Los ingresos por concepto de derechos

de tránsito solamente podrán cobrarse de acuerdo con las tarifas que fijen los Concejos. Las

tarifas estarán basadas en un estudio económico sobre los costos del servicio, con indicadores

de eficiencia, eficacia y economía.

Artículo 169. Sobretasa a los trámites de tránsito. Ninguna entidad pública podrá cobrar

sobretasas a los trámites de tránsito salvo autorización legal de acuerdo con el artículo 338

de la Constitución Política.

Artículo 170. Vigencia. El presente código empezará a regir transcurridos tres (3) meses

contados a partir de su promulgación y deroga todas las disposiciones que le sean contrarias.

Derógase el Decreto 1344 de 1970 y sus disposiciones reglamentarias y modificatorias.

El Presidente del honorable Senado de la República,

Carlos García Orjuela.

El Secretario General del honorable Senado de la República (E.),

Luis Francisco Boada Gómez.

El Presidente de la honorable Cámara de Representantes,

Guillermo Gaviria Zapata.

El Secretario General de la honorable Cámara de Representantes,

Angelino Lizcano Rivera.

REPUBLICA DE COLOMBIA – GOBIERNO NACIONAL

Publíquese y cúmplase.

Dada en Bogotá, D. C., a 6 de agosto de 2002.

ANDRES PASTRANA ARANGO

El Ministro de Justicia y del Derecho,

Rómulo González Trujillo.

El Ministro de Hacienda y Crédito Público,

Juan Manuel Santos Calderón.

El Ministro del Medio Ambiente,

Juan Mayr Maldonado.

El Ministro de Transporte,

Gustavo Adolfo Canal Mora.

ACTO LEGISLATIVO NUMERO 02 DE 2002

(agosto 6)

por el cual se modifica el período de los gobernadores, diputados, alcaldes,
concejales y ediles.

El Congreso de Colombia,

DECRETA:

Artículo 1°. El artículo 303 de la Constitución Política quedará así:

“En cada uno de los departamentos habrá un Gobernador que será jefe de la administra-
ción seccional y representante legal del departamento; el gobernador será agente del
Presidente de la República para el mantenimiento del orden público y para la ejecución de
la política económica general, así como para aquellos asuntos que mediante convenios la
Nación acuerde con el departamento. Los gobernadores serán elegidos popularmente para
períodos institucionales de cuatro (4) años y no podrán ser reelegidos para el período
siguiente”.

La ley fijará las calidades, requisitos, inhabilidades e incompatibilidades de los gober-
nadores; reglamentará su elección; determinará sus faltas absolutas y temporales; y la forma
de llenar estas últimas y dictará las demás disposiciones necesarias para el normal
desempeño de sus cargos.

Siempre que se presente falta absoluta a más de dieciocho (18) meses de la terminación
del período, se elegirá gobernador para el tiempo que reste. En caso de que faltare menos de
dieciocho (18) meses, el Presidente de la República designará un Gobernador para lo que
reste del período, respetando el partido, grupo político o coalición por el cual fue inscrito el
gobernador elegido.

Artículo 2°. El inciso segundo del artículo 299 de la Constitución Política quedará así:

El régimen de inhabilidades e incompatibilidades de los diputados será fijado por la ley.
No podrá ser menos estricto que el señalado para los congresistas en lo que corresponda. El
período de los diputados será de cuatro años y tendrán la calidad de servidores públicos.

Artículo 3°. El artículo 314 de la Constitución Política quedará así:

En cada municipio habrá un alcalde, jefe de la administración local y representante legal
del municipio, que será elegido popularmente para períodos institucionales de cuatro (4)
años, y no podrá ser reelegido para el período siguiente.

Siempre que se presente falta absoluta a más de dieciocho (18) meses de la terminación
del período, se elegirá alcalde para el tiempo que reste. En caso de que faltare menos de
dieciocho (18) meses, el gobernador designará un alcalde para lo que reste del período,
respetando el partido, grupo político o coalición por el cual fue inscrito el alcalde elegido.

El presidente y los gobernadores, en los casos taxativamente señalados por la ley,
suspenderán o destituirán a los alcaldes.

La ley establecerá las sanciones a que hubiere lugar por el ejercicio indebido de esta
atribución.

Artículo 4°. El inciso primero del artículo 312 de la Constitución Política quedará así:

 En cada municipio habrá una corporación administrativa elegida  popularmente para
períodos de cuatro (4) años que se denominará  concejo municipal, integrado por no menos
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de siete, ni más de veintiún miembros según lo determine la ley, de acuerdo con la población
respectiva.

Artículo 5°. El artículo 323 de la Constitución Política quedará así:

El concejo distrital se compondrá de un concejal por cada ciento cincuenta mil habitantes
o fracción mayor de setenta y cinco mil que tenga su territorio.

En cada una de las localidades habrá una junta administradora elegida  popularmente
para períodos de cuatro (4) años que estará integrada por no menos de siete ediles, según lo
determine el concejo distrital, atendida la población respectiva.

La elección de Alcalde Mayor, de concejales distritales y de ediles se hará en un mismo
día por períodos de cuatro (4) años y el alcalde no podrá ser reelegido para el período
siguiente.

Siempre que se presente falta absoluta a más de dieciocho (18) meses de la terminación
del período, se elegirá alcalde mayor para el tiempo que reste. En caso de que faltare menos
de dieciocho (18) meses, el Presidente de la República designará alcalde mayor para lo que
reste del período, respetando el partido, grupo político o coalición por el cual fue inscrito el
alcalde elegido.

Los alcaldes locales serán designados por el alcalde mayor de terna enviada por la
correspondiente junta administradora.

En los casos taxativamente señalados por la ley, el Presidente de la República suspenderá
o destituirá al alcalde mayor.

Los concejales y los ediles no podrán hacer parte de las juntas directivas de las entidades
descentralizadas.

Artículo 6°. El período de los miembros de las Juntas Administradoras locales a las que
se refiere el artículo 318 de la Constitución Política será de cuatro años.

Las normas sobre períodos de Alcaldes y Concejales Municipales de este acto legislativo
se aplicarán también a los de los Distritos.

Artículo 7°. La Constitución Política tendrá un artículo transitorio del siguiente tenor:

Artículo transitorio. Todos los Alcaldes y Gobernadores que inicien sus períodos entre
la vigencia del presente Acto Legislativo y el 31 de diciembre del año 2003, ejercerán sus
funciones por un período equivalente a la mitad del tiempo que haga falta para llegar al 31
de diciembre del año 2007. Sus sucesores se elegirán para un período que terminará el mismo
31 de diciembre del año 2007.

Todos los Gobernadores y Alcaldes elegidos con posterioridad al 29 de octubre del año
2000 y antes de la vigencia del presente acto legislativo, ejercerán sus funciones por un
período de tres años. Sus sucesores se elegirán para un período que termina el 31 de
diciembre de año 2007.

En todo caso, el último domingo del mes de octubre del año 2007, se elegirán alcaldes
y Gobernadores para todos los Municipios, Distritos y Departamentos del país, para períodos
institucionales de cuatro años, que se iniciarán el 1° de enero del año 2008.

El período de cuatro años  de los miembros de las Asambleas Departamentales, Concejos
Distritales y Municipales y Ediles se iniciará el 1° de enero del año 2004.

Artículo 8°. Vigencia. El presente Acto Legislativo rige a partir de la fecha de su
promulgación.

El Presidente del honorable Senado de la República,

Carlos García Orjuela.

El Secretario General (E.) del honorable Senado de la República,

Luis Francisco Boada Gómez.

El Presidente de la honorable Cámara de Representantes,

Guillermo Gaviria Zapata.

El Secretario General de la honorable Cámara de Representantes,

Angelino Lizcano Rivera.

REPUBLICA DE COLOMBIA - GOBIERNO NACIONAL

Publíquese y cúmplase.

Dado en Bogotá, D. C., a  6 de agosto de 2002.

ANDRES PASTRANA ARANGO

El Ministro del Interior,

Armando Estrada Villa.

PRESIDENCIA DE LA REPÚBLICA

DECRETOS

DECRETO NUMERO 1747 DE 2002

(agosto 6)

por el cual se crea la “Comisión Intersectorial por la Defensa de la Vida en Barrancabermeja,
Ciudad-Región de Paz” y se dictan otras disposiciones para la promoción y respeto de los
         ssderechos humanos y del Derecho. Internacional Humanitario en dicha ciudad.

El Presidente de la República de Colombia, en ejercicio de las facultades constituciona-
les y legales, en especial las conferidas por los artículos 189 numerales 4 y 11, 303 y 315
numeral 2 de la Constitución Política; 32 y 45 de la Ley 489 de 1998, y

CONSIDERANDO:

Que el Estado Social y Democrático de Derecho consagrado en la Constitución Política
se fundamenta en el respeto de la dignidad humana y en la solidaridad de las personas y tiene
como fin esencial promover y garantizar el respeto de los derechos fundamentales;

Que las autoridades de la República están instituidas para proteger a todas las personas
residentes en Colombia, en su vida, honra, bienes, creencias y demás derechos y libertades,
de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 2° de la Constitución;

Que la seguridad y la paz constituyen preocupaciones colectivas que demandan el
concurso y la participación de todos los sectores sociales;

Que mediante Directiva Presidencial 07 de 1999 se establecieron directrices de apoyo,
colaboración y respaldo a las organizaciones no gubernamentales de derechos humanos, que
deben ser acatadas por los servidores públicos;

Que por medio de la Resolución 07 del 7 de marzo de 2001, el Defensor del Pueblo
recomendó al Gobierno Nacional adoptar, entre otras medidas, la conformación de una
instancia permanente de diálogo con la participación de representantes de las organizaciones
no gubernamentales de derechos humanos, la creación de un mecanismo especial para el
seguimiento y control de las medidas de protección otorgadas a los miembros de esas
organizaciones, y la promoción del desarrollo eficiente y oportuno de las investigaciones
penales y disciplinarias por los hechos de violencia cometidos en contra de los miembros de
las mismas;

Que es necesario profundizar los esfuerzos y fortalecer la articulación con los organis-
mos del Estado y con las organizaciones sociales en la definición y puesta en marcha de
programas, acciones y mecanismos destinados a prevenir las violaciones de derechos
humanos y del derecho internacional humanitario,

DECRETA:

CAPITULO PRIMERO

Comisión Intersectorial
por la Defensa de la Vida en Barrancabermeja Ciudad-Región de Paz

Artículo 1°. Creación. Créase la “Comisión Intersectorial por la Defensa de la Vida en
Barrancabermeja, Ciudad-Región de Paz”, la cual tiene por objeto la concertación para la
promoción, protección y defensa de los derechos humanos y el impulso al Derecho
Internacional Humanitario en la ciudad de Barrancabermeja.

Artículo 2°. Conformación. La Comisión estará integrada por los siguientes miembros:

1. El Vicepresidente de la República o como su delegado el Director del Programa
Presidencial de Derechos Humanos y Derecho Internacional Humanitario, quien la presidi-
rá.

2. El Ministro del Interior o como su delegado el Director de la Dirección General para
los Derechos Humanos.

3. El Ministro de Defensa o como su delegado el Coordinador de la Oficina de Derechos
Humanos.

4.  El Director Nacional de la Policía o como su delegado el Inspector General de la
Policía.

5.  El Comandante General de las Fuerzas Militares o su delegado.

6. El Director de la Red de Solidaridad Social o como su delegado el Director Técnico
del Programa de Desplazados.

7.  El Presidente de Ecopetrol o como su delegado el Director de Relaciones Externas.

Parágrafo 1°. Serán invitados permanentes con derecho a voz:

1. El Fiscal General de la Nación o como su delegado el Jefe de la Unidad Nacional de
Derechos Humanos.

2. El Procurador General de la Nación o como su delegado el Procurador Delegado en
materia de Prevención de Derechos Humanos.

3. El Defensor del Pueblo o como su delegado el Defensor Delegado para la Coordina-
ción de la Regional del Magdalena Medio.

4. El Comisionado Nacional para la Policía o como su delegado el Comisionado
Regional del Nororiente.

5.  El Gobernador de Santander o como su delegado el Consejero de Paz y Derechos
Humanos.

6.  El Alcalde de Barrancabermeja.

7.  El Personero de Barrancabermeja.

8.  El Jefe de la Oficina de Derechos Humanos de la Policía Nacional.

9.  El Comandante de la V Brigada del Ejército Nacional o su delegado.

10.  El Comandante Regional de la Armada Nacional o su delegado.

11.  El Comandante de la Policía Nacional del departamento de Santander.

12.  El Comandante Operativo Especial del Magdalena Medio de la Policía Nacional.

Parágrafo 2°. Con el fin de otorgar representación a los sectores de la sociedad civil, cuya
participación es fundamental para el cumplimiento de las funciones de la Comisión,
participarán en calidad de invitados permanentes con derecho a voz, las siguientes personas:

1. El Obispo de Barrancabermeja o su delegado.

2. Dos representantes del Espacio de Trabajadoras y Trabajadores de Derechos Huma-
nos del Magdalena Medio escogidos por ellos mismos.

3. Dos representantes de organizaciones no gubernamentales de derechos humanos
nacionales, elegidas por el Espacio de Trabajadoras y Trabajadores de Derechos Humanos
del Magdalena Medio.


